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Los medios que la ley dispone para asegurar los fines invocados no son razonables, ni guardan una correlación adecuada con éstos.
Aun asumiendo la validez y sustancialidad de estos fines, existen medidas menos restrictivas —y directamente conducentes a esos
fines— que podrían haberse implementado sin necesidad de incorporar una restricción indiscriminada basada exclusivamente en la
ubicación y extensión de la tierra.

I. Objeto
El propósito de este trabajo es explicar cuáles son las restricciones legales vigentes en la Argentina para que los nacionales de

otros países adquieran derechos sobre inmuebles rurales, y analizar la compatibilidad de estas limitaciones con los derechos y
garantías reconocidos a los extranjeros en la Constitución Nacional.

Aclaramos que no forma parte de este análisis el tema de la adquisición de inmuebles en "zonas de seguridad", que involucra
otras restricciones fundadas en razones de seguridad interior y defensa, establecidas por el dec. 15.385/1994 y la ley 23.554 (1).

II. Normas que integran el Régimen de Tierras Rurales
El régimen de limitaciones a la propiedad extranjera de tierras rurales surge de la ley 26.737, de 2011 (2).
Su Reglamento fue aprobado por dec. 274/2012 del Poder Ejecutivo [modificado por el dec. 820/2016 (PEN)] y

complementado por la disposición 1/2013 (3) del Registro Nacional de Tierras Rurales.
A este marco regulatorio lo denominamos en adelante el "Régimen de Tierras Rurales".
III. Naturaleza de las normas del Régimen de Tierras Rurales
El objeto de la ley 26.737 es doble:
a) identificar y registrar a los titulares del dominio y la posesión de tierras rurales en todo el territorio nacional (4); y
b) regular los límites a la adquisición de tierras rurales por parte de extranjeros (5).
A los efectos de esta ley, el concepto de "tierras rurales" es definido por exclusión como "todo predio ubicado fuera del ejido

urbano, independientemente de su localización o destino" (6), y abarca a todas las tierras que encuadren en esa definición, sin
distinción del uso al que estén afectadas (7).

La característica más notoria del régimen es una restricción a la libertad (libertad de los extranjeros para adquirir tierras rurales,
y libertad del propietario para vender a un comprador extranjero) y una limitación a la propiedad (al vedar la constitución de ciertos
derechos reales, o la adquisición de la posesión, sobre tierras rurales por parte de extranjeros). Por eso se trata claramente de una
norma emanada del "poder de policía" del Estado, entendido este como una actividad estatal de limitación de derechos, o —más
específicamente— como la atribución del Poder Legislativo para dictar leyes restrictivas de los derechos de las personas por
razones de interés público (8).

Las obligaciones de información y registro previstas en la ley, así como la obligación de requerir un certificado de habilitación
para poder transferir tierras rurales, y las sanciones establecidas para los casos de infracción (9), son otras manifestaciones de ese
poder de policía, si bien de menor intensidad, cuya aplicación pertenece al ámbito del Derecho Administrativo (10).

Durante el debate parlamentario de la ley se cuestionó la competencia del Congreso de la Nación para establecer restricciones a
la transmisión de tierras rurales a extranjeros, ya que —se sostuvo— eran las Provincias, como titulares del dominio originario de
sus recursos naturales (incluido el territorio), quienes debían regular la materia.

Al contrario, el régimen que analizamos atañe a la "capacidad de derecho" de los extranjeros para la adquisición del dominio y
la posesión sobre tierras rurales (11); y simultáneamente —desde la perspectiva de esos bienes— al régimen de adquisición y
transmisión de derechos sobre tierras rurales en todo el país. Como podemos ver, se trata de normas de derecho "de fondo", que
corresponden al Congreso Nacional y no afectan la "titularidad del dominio originario" de las Provincias.

De acuerdo a su art. 1º, la ley rige "con carácter de orden público", aunque su art. 17 aclara que "no afecta derechos adquiridos
y sus disposiciones entrarán en vigencia el día siguiente al de su publicación". De este modo, es claro que no se ve perturbada de
modo alguno la legitimidad y validez de los derechos preexistentes —aun de aquellos que ya no podrían constituirse válidamente a
partir de la vigencia de la ley 26.737—.

En lo que consideramos que es una reglamentación razonable de este art. 17, el dec. 820/2016 aclaró que "las personas
extranjeras que a la fecha de entrada en vigencia de la ley 26.737 fueran titulares de dominio de tierras rurales en exceso de los
límites fijados por dicha ley, (i) no estarán obligadas a transmitir dichas tierras rurales en exceso; y (ii) en caso de transmitir tierras
rurales de su titularidad adquiridas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 26.737, podrán luego adquirir el equivalente a
dichas tierras rurales, en función de los límites establecidos según el tipo de explotación de que se trate, y del municipio,
departamento y provincia en que se encontraren". Para facilitar el ejercicio de este derecho, cuando el titular preexistente transmite
tierras adquiridas antes de la ley puede solicitar al Registro Nacional de Tierras Rurales una "Constancia de Derechos Adquiridos"
donde se dejará asentado su derecho a adquirir un inmueble rural de una superficie equivalente (12).
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IV. Obligaciones y restricciones
El Régimen de Tierras Rurales consagra diversas obligaciones y restricciones, que afectan a destinatarios diferentes.
IV.1. Obligación de denunciar la propiedad o posesión de tierras rurales por parte de extranjeros
La obligación corresponde a los extranjeros que fuesen propietarios o poseedores de tierras rurales al momento de la sanción de

la ley, siempre y cuando no estén incluidos entre las excepciones del art. 4º (13).
Su cumplimiento se verifica mediante la presentación de un formulario ante el Registro Nacional de Tierras Rurales (el

"RNTR"), por medio del cual deben informarse los datos del bien, y de la persona a la que corresponde la propiedad o posesión.
El Registro se encuentra a cargo de un órgano con jerarquía de Dirección Nacional en el ámbito del Ministerio de Justicia y

Derechos Humanos (14).
El art. 12 de la ley fijó un plazo de 180 días para el cumplimiento de esta obligación, coincidente con el plazo previsto para el

relevamiento ordenado en el art. 15, pero el RNTR continúa recibiendo las "declaraciones extemporáneas" aun luego del
vencimiento de ese plazo (15).

Con el resultado del relevamiento (y con los datos que debían enviar las Provincias) el RNTR determinó que a nivel nacional el
porcentaje de "extranjerización" es del 5,57%, es decir, significativamente inferior al máximo del 15% permitido por la ley.

Ese porcentaje máximo tampoco es superado en ninguna de las provincias individualmente consideradas, donde varía entre
1,07% (en Córdoba, la que registra el menor porcentaje de tierras rurales de titularidad extranjera) y 12,59% (en Misiones, la que
tiene el porcentaje mayor).

A nivel subprovincial, finalmente, solo hay 43 municipalidades o departamentos, distribuidos en 15 provincias, que superan el
límite del 15% establecido por la ley.

IV.2. Obligaciones de información de las provincias
De acuerdo al art. 1º del Reglamento, las provincias debían informar al Registro "la superficie total de cada una de ellas, sus

departamentos, municipios o divisiones políticas equivalentes, discriminando las correspondientes a tierras rurales y urbanas", "la
totalidad de predios rurales de titularidad de personas físicas o jurídicas extranjeras (...) o en posesión de extranjeros" y otra
información adicional.

Las provincias también debían remitir su propuesta de equivalencias con las 1.000 ha de la "zona núcleo", para su aprobación
por parte del Consejo Interministerial de Tierras Rurales (16).

Hacia el futuro, el Reglamento pone en cabeza de "la autoridad de cada gobierno local" (17) la obligación de informar en 10
días "cualquier cambio en la zonificación que signifique una modificación en la superficie de tierras rurales correspondiente a esa
jurisdicción" (18).

IV.3. Obligación de requerir un Certificado de Habilitación para la transferencia de tierras rurales y obligaciones de
información de los escribanos

La ley menciona que el RNTR será el encargado de emitir los "Certificados de Habilitación de todo acto por el cual se
transfieran derechos de propiedad o posesión sobre tierras rurales" (19) y que para ello deberá "controlar la cantidad de tierras
rurales que posea o sea titular la persona adquirente" (20).

Los escribanos que intervengan en operaciones que involucren la transferencia de la posesión o propiedad de tierras rurales a
extranjeros (o las autoridades judiciales, cuando la transmisión se realice en esa sede) tienen la obligación de exigir el certificado,
que puede ser tramitado por el mismo escribano, por cualquiera de las partes involucradas en la operación, o por sus representantes
(21).

Adicionalmente, los escribanos tienen la obligación de informar el otorgamiento de las escrituras para las que se solicitó el
certificado y las transmisiones de dominio otorgadas por personas extranjeras a favor de personas no alcanzadas por las
limitaciones de la ley 26.737 (en ambos casos, en el plazo de veinte días) (22).

El art. 8º de la disposición 1/2013 del RNTR también prevé que el escribano (o profesional o funcionario interviniente) deberá
conservar la documentación de respaldo del acto para el que se solicitó la habilitación, a efectos de facilitar posteriores
requerimientos del Registro.

La denegatoria del certificado constituye un acto administrativo, que —al igual que el silencio del Registro en exceso de los
plazos establecidos para resolver (23)— es susceptible de ser impugnado en sede administrativa y judicial. Dado que no se
especifica otro mecanismo en la ley ni en el Reglamento, el interesado puede utilizar las vías impugnatorias ordinarias, disponibles
para cuestionar todos los actos administrativos de alcance particular emitidos por un órgano de la Administración centralizada (24).

IV.4. Obligación de informar cambios en la composición accionaria y obligación de "desinvertir" sobre las participaciones en
exceso de los límites legales

La ley 26.737 en su art. 3º obliga a "comunicar" toda modificación del paquete accionario de las personas jurídicas extranjeras
que sean titulares de tierras rurales. Esta obligación de información corresponde —en todos los casos— al órgano de
administración de la persona jurídica titular del dominio de tierras rurales (25).

A pesar de una redacción no exenta de dificultades, entendemos que el art. 3º.2 del Reglamento, en sus incs. (a) hasta (d),
establece la obligación de informar toda modificación en la titularidad o participaciones de una persona jurídica que sea titular de
tierras rurales, si esa modificación implica un cambio de control. Adicionalmente, el texto siguiente al inc. (d) agrega la obligación
de comunicar "toda modificación en las participaciones de personas humanas o jurídicas extranjeras, en personas jurídicas
extranjeras que sean titulares de tierras rurales", al solo efecto del control del límite de 1000 ha en la "zona núcleo" o superficie
equivalente.

Una interpretación literal del inc. 3º.2(a) del Reglamento llevaría a concluir que todas las personas jurídicas (aun las argentinas)
deben comunicar el cambio de control a favor de cualquier otra persona física o jurídica (aun argentina). Dado que el art. 3º de la
ley reglamentada por este artículo trata expresamente de la condición "extranjera" de las personas jurídicas obligadas a informar,
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una razonable hermenéutica de la norma —atendiendo además a su finalidad— revela que la obligación existe en la medida en que
el cambio de control involucre a una persona física o jurídica extranjera (sea como transmitente o receptora del control) (26) o si se
modifica de cualquier modo (aun sin cambio de control) (27), la participación de un extranjero en una persona jurídica "extranjera"
titular de tierras rurales (28).

La situación de "cambio de control a favor de un nuevo controlante extranjero", mencionada en el art. 3º.2 del Reglamento,
podría considerarse como una adquisición indirecta de tierras rurales por parte de ese nuevo controlante (y consecuentemente,
requerir el previo otorgamiento del certificado de habilitación mencionado en la ley). Sin embargo, el mismo Reglamento en su art.
14.2 expresamente exime a estos casos de la tramitación del certificado.

Entendemos que se trata de una reglamentación razonable del régimen legal. Inicialmente, vale hacer notar que la cuestión del
certificado está apenas tratada en la ley 26.737, que simplemente lo menciona como un requisito para "todo acto por el cual se
transfieran derechos de propiedad o posesión sobre tierras rurales en los supuestos comprendidos por esta ley", para agregar luego
que estos certificados "serán regulados por la reglamentación de la presente ley" (29).

De acuerdo al texto vigente del art. 14.2 del Reglamento, es posible concluir que —por decisión de la reglamentación,
habilitada para ello por la ley— el régimen solo exige el certificado para las operaciones que, como la escritura de compraventa de
un inmueble rural, tengan por objeto específico la transferencia del dominio o posesión de las tierras (30). Al contrario, las
modificaciones en las participaciones accionarias de personas jurídicas titulares de tierras rurales (aun si involucraran un cambio de
control a favor de una persona extranjera y —consecuentemente— modificaran la imputación de la titularidad de esas tierras a los
efectos de la ley) solo deben ser "comunicadas". En su caso podrán generar las consecuencias que seguidamente se indican, pero no
están condicionadas a la previa tramitación y emisión del certificado (31).

¿Cuáles son las consecuencias de la modificación en la participación o titularidad de personas jurídicas que resulten en una
transgresión del límite legal (32)? La Reglamentación establece que la operación no será nula, pero otorga a la persona controlante
un plazo máximo de 90 días para:

a) transmitir (o hacer que su controlada transmita) las tierras rurales en exceso del límite legal; (33)
b) modificar (o hacer que su controlada modifique) el tipo de explotación otorgado a las tierras rurales en exceso del límite

legal; (34)
c) transmitir (o hacer que una controlada intermedia transmita) la participación que genera el problema en favor de una persona

jurídica que cumpla con los límites de la ley (35).
Esta solución reglamentaria también nos parece legítima. Aunque la ley 26.737 prescribe la nulidad de "los actos jurídicos que

se celebren en violación a lo establecido en la presente ley" (36), no resultaba claro que esa sanción se aplicara a las transferencias
de participación accionaria o de capital, cuando su resultado fuese una violación a los límites de propiedad extranjera establecidos
en la ley. En este escenario, el dec. 820/2016 optó por establecer una suerte de "obligación de desinversión", con un plazo reducido,
que a nuestro juicio resguarda adecuadamente los intereses protegidos por la ley, sin contradecir su letra ni su espíritu (37).

IV.5. Restricciones para la adquisición del dominio o la posesión sobre tierras rurales en exceso del límite legal
La ley prohíbe a los extranjeros la adquisición directa o indirecta de la propiedad o la posesión de tierras rurales en exceso de

ciertos límites porcentuales, y establece además una prohibición absoluta respecto de inmuebles rurales que contengan o sean
ribereños de cuerpos de agua de envergadura y permanentes (38).

Dejando de lado la prohibición absoluta vinculada a cursos de agua, que veremos en el siguiente punto, las otras limitaciones
configuran "cupos territoriales máximos" para la adquisición de inmuebles rurales por parte de extranjeros.

Estos cupos son independientes entre sí (es decir que no debe excederse ninguno de ellos para que la operación pueda
realizarse) y son los siguientes:

a) 15% de propiedad extranjera [o 4,5% de propiedad de extranjeros de una misma nacionalidad (39)] sobre:
— todas las tierras rurales del territorio continental argentino (40);
— todas las tierras rurales de la provincia donde esté ubicado el bien;
— todas las tierras rurales del municipio (o entidad administrativa equivalente) donde esté ubicado el bien; y
b) 1000 hectáreas en la "zona núcleo" (41) (o la superficie equivalente a esas 1000 hectáreas en el resto del país, según ha sido

determinado por cada provincia).
Este límite máximo de 1000 ha en la "zona núcleo" se convierte —por aplicación de las equivalencias— en tanto como 30.000

ha en algunos departamentos de la Provincia de Santa Cruz y 35.000 ha en otros de la Provincia de Salta, o tan poco como 200 ha
en la Provincia de Mendoza cuando el destino sea un "proyecto inmobiliario", y 100 ha en las "tierras rurales" que existan dentro
de la Municipalidad de Bariloche, en la Provincia de Río Negro. Así surge de las propuestas presentadas por las Provincias y
aprobadas por el Consejo Interministerial de Tierras Rurales, un órgano inter-jurisdiccional sin personalidad jurídica propia, creado
por el art. 16 de la ley 26.373, que se integra con representantes de todas las provincias bajo la presidencia del Ministerio de
Justicia de la Nación.

En principio estos límites se deben verificar contra la totalidad de la superficie de los inmuebles rurales que sean de propiedad o
posesión de una misma persona física o jurídica extranjera. Adicionalmente y de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 2.2(viii), 3.2
(párrafo luego de inc. d), y 14.2(i) del Reglamento, el límite de 1000 ha o superficie equivalente indicado en b) debe verificarse
contra la totalidad de la superficie que corresponda al último controlante extranjero de personas jurídicas extranjeras que sean
titulares de tierras rurales (42).

Cabe aclarar que en el caso de condominio, a los efectos de la verificación de todos estos límites, debe considerarse al
condómino como si fuese el titular del dominio pleno de un inmueble de superficie proporcional a su porción indivisa (es decir que
el condómino al 50% de un inmueble de 500 ha es equiparado, a estos efectos, al titular del dominio de un inmueble de 250 ha)
(43).
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IV.6. Restricción absoluta para la adquisición del dominio o la posesión de tierras rurales sobre cuerpos de agua relevantes
El art. 10.1 de la ley establece una prohibición total (sin "cupos") para la titularidad o posesión de inmuebles "que contengan o

sean ribereños de cuerpos de agua de envergadura y permanentes" por parte de personas físicas o jurídicas extranjeras.
Como veremos más adelante, no hay obstáculos para que los extranjeros adquieran la tenencia de estos u otros inmuebles

rurales (en el marco de un contrato de locación, arrendamiento o aparcería), ni —de acuerdo al Reglamento— para que constituyan
y adquieran los derechos reales de usufructo, superficie, uso, habitación y anticresis. Están igualmente exentos de esta prohibición
todos los inmuebles ubicados en una "Zona Industrial", "Área Industrial" o "Parque Industrial" (44), y aquellos casos en los que la
transmisión de la propiedad se realice a los herederos forzosos del titular anterior por causa de herencia.

Pero volviendo a la restricción: el art. 10.4 del Reglamento considera cuerpos de agua a "todas aquellas aguas dulces o saladas,
en estado sólido o líquido, como los mares, ríos, arroyos, lagos, lagunas, humedales, esteros, glaciares, acuíferos confinados, que
conforman el sistema hidrológico de una zona geográfica, así como las contenidas en obras hídricas", y que serán "de envergadura"
aquellos "que por su extensión y/o profundidad relativas a su capacidad de satisfacer usos de interés general sean relevantes para la
políticas públicas en la región en la que se encuentren".

Continúa diciendo el mismo artículo que el Consejo Hídrico Federal identificará los cursos de agua relevantes en cada
Provincia. Hasta que ello ocurra, las solicitudes de Certificado de Habilitación deben acompañarse con una certificación
profesional que acredite la inexistencia de estos "cuerpos de agua" dentro o junto al inmueble, y el RNTR remitirá la solicitud en
consulta a la autoridad provincial del agua para que verifique tal circunstancia (estableciéndose un "silencio positivo" para el caso
en que transcurra un plazo de 10 días sin respuesta).

IV.7. Prohibición de participar en la entrega de las tierras u otorgar instrumentos públicos o privados, en violación a las
restricciones establecidas en la ley

Esta obligación corresponde a todas las personas alcanzadas por las normas del ordenamiento jurídico argentino, y su
incumplimiento acarrea la responsabilidad personal y solidaria del responsable por las consecuencias dañosas de estos actos (45).

De acuerdo a lo explicado ut supra al analizar la situación que se plantea frente a la violación de los límites a la propiedad
extranjera como consecuencia de cambios en la participación o titularidad de personas jurídicas (46), queda claro que la
intervención en esos actos (incluyendo el otorgamiento de los respectivos instrumentos públicos o privados) no está alcanzada por
la prohibición de este art. 7º (47).

V. Los sujetos alcanzados por las restricciones
Hemos dicho que la ley establece restricciones a la propiedad rural por parte de los "extranjeros". Veamos ahora con más

detalle quiénes son los sujetos alcanzados por estas prohibiciones.
V.1. Personas humanas extranjeras
En cuanto a las personas físicas, son "extranjeros" todos quienes no tengan la nacionalidad argentina (48), independientemente

de su lugar de residencia.
Sin embargo, en su art. 4º la ley excluye de toda restricción para adquirir inmuebles rurales a los extranjeros que:
a) cuenten con diez [10] años de residencia continua, permanente y comprobada en el país;
b) cuenten con cinco [5] años de residencia continua, permanente y comprobada en el país, y hayan estado unidos en

matrimonio o unión civil convivencial (49) con un ciudadano argentino por ese mismo lapso, o tengan hijos argentinos.
Cabe hacer notar que, no obstante estas excepciones, la categoría de personas físicas alcanzada por las prohibiciones de la ley

se define esencialmente por la nacionalidad, y no por la falta de residencia. La residencia, a partir de cierta duración, opera
solamente para delimitar una excepción dentro de la categoría alcanzada por la restricción, pero no es el criterio en torno al cual se
construye la limitación (ya que, por ejemplo, la ley no establece ninguna restricción para la adquisición de tierras rurales por parte
de argentinos no residentes).

V.2. Personas jurídicas extranjeras
En cuanto a las personas jurídicas extranjeras, el texto original de la ley contenía contradicciones insalvables (50), pero a partir

de la reciente modificación a la reglamentación (aprobada por dec. 820/2016), la situación está un poco más clara (51).
El régimen vigente establece que las restricciones alcanzan a las siguientes personas jurídicas (incluyendo en este concepto a

simples asociaciones o sociedades de hecho, sociedades de participación accidental, agrupaciones de colaboración y uniones
transitorias de empresas, y toda otra forma de colaboración empresaria de carácter accidental que se regule en el futuro):

a) entidades constituidas en el país o en el extranjero, cuando personas físicas o jurídicas extranjeras estén en condiciones de
formar la voluntad social, independientemente de su participación; (52)

b) entidades controladas por personas físicas o jurídicas extranjeras (que es, en definitiva, la misma situación del inciso
anterior) (53) o que sean susceptibles de ser controladas por personas físicas o jurídicas extranjeras como consecuencia de la
emisión de obligaciones negociables o debentures convertibles en acciones; (54)

c) personas jurídicas de derecho público de nacionalidad extranjera.
El críptico art. 3º.2 de la ley también menciona como "incluidas en este precepto" [sin que sea claro a cuál precepto se refiere

(55)] a —literalmente— la siguiente descripción: "4. Cuando se transfiera la propiedad, bajo cualquiera de las formas previstas en
las leyes vigentes, en virtud de un contrato de fideicomiso y cuyos beneficiarios sean personas físicas o jurídicas extranjeras en
porcentaje mayor al autorizado en el inciso anterior".

Una primera posibilidad es interpretar que la ley quiso definir como "propiedad extranjera" a la situación del beneficiario
extranjero de un fideicomiso, cuando a ese fideicomiso se le ha transferido la propiedad de un inmueble rural. Esta conclusión es
difícil de admitir sin reservas, ya que el fideicomiso puede tener múltiples beneficiarios, con derecho a beneficios diversos, que no
siempre podrían traducirse en porcentajes de la propiedad.
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Alternativamente, puede interpretarse que cuando el artículo se refiere a la transmisión de la propiedad "en virtud de un
contrato de fideicomiso" se está refiriendo a la transmisión del bien al momento de la extinción del fideicomiso, aunque también
hay reparos evidentes para defender esta conclusión (56).

Una última posibilidad —que ya hemos mencionado— es interpretar que los puntos 1 a 5 del inc. 3º.2.b) se refieren a la
"obligación de comunicar" al RNTR, y no a las restricciones a la titularidad indicadas en el texto principal de los incs. 3.2.a) y
3.2.b). Para el caso particular de 3.2.b)4. esta interpretación no parece descabellada (al menos, no más que las anteriores), ya que
podría resultar lógico que la ley, además de establecer una limitación a la titularidad extranjera de las tierras en ciertos supuestos,
requiera luego la comunicación al RNTR de otras situaciones, aunque no estén prohibidas per se (como la constitución de
fideicomisos en beneficio de personas extranjeras) con el objeto de verificar que la figura no encubra una titularidad extranjera
incluida en la prohibición anterior.

La Reglamentación, como veremos enseguida, ha aclarado que frente a la constitución de un fideicomiso la titularidad de las
tierras debe imputarse al fiduciario, conclusión que es compatible con las dos últimas interpretaciones expuestas, pero implicaría
una alteración de la ley si se concluye —de acuerdo a la primera posibilidad— que el legislador ya definió como "titular extranjero
de tierras rurales" al beneficiario de un fideicomiso (57).

VI. Contenido y extensión de las restricciones
Tampoco resulta sencillo determinar cuáles son los derechos permitidos y cuáles los prohibidos por el régimen que analizamos

(58).
Para comenzar, aunque la ley se denomina de "Protección al Dominio Nacional sobre la Propiedad, Posesión o Tenencia de las

Tierras Rurales", sus disposiciones no hacen referencia alguna a la tenencia de las tierras (59).
De ello resulta que no existen limitaciones de ninguna clase para los negocios locativos, arrendamientos y aparcerías (60) de

tierras rurales, por parte de las personas físicas o jurídicas extranjeras alcanzadas por las restricciones de la ley (61).
Dicho esto, enfatizamos que el art. 2º.2 del Reglamento —tal como ha quedado luego de su modificación por el dec. 820/2016

— es esencial para comprender los alcances y la aplicación de las restricciones a la titularidad extranjera: de acuerdo a esta norma,
la constitución de los derechos reales de usufructo (62), superficie, uso, habitación, o anticresis, a favor de una persona extranjera,
no se ve alcanzada por las limitaciones establecidas por la ley, ya que en todos esos casos la superficie total del inmueble se
atribuye al nudo propietario.

De modo similar, ante la constitución de un "dominio revocable" la superficie total del inmueble se atribuye al titular del
dominio hasta que se verifique el vencimiento del plazo o la condición resolutoria.

Finalmente, como ya dijimos, para el caso en que el inmueble rural sea incorporado a un fideicomiso, el mismo artículo que
comentamos atribuye la titularidad del mismo —a efectos de la verificación de las restricciones a la propiedad extranjera—
exclusivamente al fiduciario. Esta situación se mantiene hasta que se extinga el fideicomiso y el bien pase al fideicomisario (63),
momento a partir del cual este será considerado el titular.

Adicionalmente, el Reglamento exime de toda restricción a los inmuebles ubicados en una "Zona Industrial", "Área Industrial"
o "Parque Industrial" (64), y excluye de las prohibiciones a aquellos casos en los que la transmisión de la propiedad se realice a los
herederos forzosos del titular anterior por causa de herencia (65).

En cuanto a la posibilidad de recurrir a figuras permitidas por la ley con el objeto de encubrir un titularidad extranjera, el art. 6º
de la ley 26.737 prohíbe con carácter general "toda interposición de personas físicas de nacionalidad argentina, o de personas
jurídicas constituidas en nuestro país, a los fines de configurar una titularidad nacional figurada para infringir las previsiones de
esta ley. Ello se considerará una simulación ilícita y fraudulenta". El siguiente art. 7º establece que "[l]a autoridad de aplicación
está facultad a examinar los actos jurídicos conforme su naturaleza real, sin sujetarse al nombre que le impongan las partes
otorgantes".

El art. 6º recién citado fija —en nuestra opinión— el "estándar" con el que deben evaluarse las figuras alternativas al dominio,
utilizadas para negocios que involucren a personas extranjeras y tierras rurales, al momento de evaluar su compatibilidad con las
previsiones de la ley: como principio, en la medida en que pueda acreditarse que el objeto del negocio tiene (al menos) una
finalidad lícita y alguna utilidad específica para las partes, no será posible hablar de simulación, interposición fraudulenta, o
dominio extranjero encubierto.

En el sentido opuesto: solo podrá invalidarse un acto jurídico permitido cuando resulte incuestionable que se ha recurrido a él
con el único objeto de obtener como resultado una situación igual a la propiedad o posesión prohibida por la ley (v.gr., un acto que
transfiere derechos a una persona argentina, si se descubre un contradocumento que reconoce el ejercicio de esos derechos a un
extranjero). Para que ello ocurra, la extensión de los derechos reconocidos al extranjero debe equivaler al "dominio" o la
"posesión" prohibida por la ley; y el negocio aparente no debe atender ningún interés legítimo de las partes diferente de aquella
transferencia del "dominio" o la "posesión".

VII. Análisis de la constitucionalidad del Régimen de Tierras Rurales
Sin perjuicio del amplio consenso político obtenido para la sanción de la ley, y la aparente ausencia de cuestionamientos desde

su entrada en vigencia, la constitucionalidad del régimen de tierras rurales contenido en la ley 26.737 ya fue objetada por dos
motivos: en primer lugar, especialmente durante el debate parlamentario, por invadir supuestas facultades de las provincias, y
afectar el "dominio originario" de sus recursos naturales, reconocido por el art. 124 de la CN. Más arriba hemos expuesto nuestra
opinión contraria a este planteo.

En segundo lugar —aunque apenas hubo menciones a este tema durante la discusión de la ley en ambas cámaras del Congreso
y no tenemos conocimiento de planteos judiciales en trámite por este motivo— la doctrina ha planteado dudas sobre la
constitucionalidad de las restricciones a la propiedad extranjera, en virtud de las garantías constitucionales y convencionales que
prohíben la discriminación en razón de la nacionalidad.

A este tema dedicaremos los próximos párrafos.
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VII.1. Pautas para el análisis constitucional (las "categorías sospechosas")
El punto de partida para este análisis es el art. 20 de la CN, que dispone que "[l]os extranjeros gozan en el territorio de la

Nación de todos los derechos civiles del ciudadano; pueden (...) poseer bienes raíces, comprarlos y enajenarlos..." (art. 20, CN)
(66).

En el Congreso se argumentó sobre la extensión de la categoría de "extranjeros" referida en este art. 20: ¿abarca a todas las
personas físicas y jurídicas que no tengan la nacionalidad argentina o solo beneficia a aquellas personas físicas que "quieran habitar
el suelo argentino"?

La tesis restrictiva fue defendida con vehemencia en el Senado. Allí se sostuvo, por ejemplo, que "se han hecho muchos reparos
de tipo constitucional [al proyecto], en cuanto a que los extranjeros tienen los mismos derechos que los argentinos y no se los
puede limitar en su derecho a ser propietarios. Sin embargo, creo que la propia Constitución contempla la solución, por cuanto el
Preámbulo debe ser también utilizado para la interpretación de la Carta Magna. Y su interpretación teleológica, es decir, lo que tuvo
en miras el legislador al legislar, debemos hacerla, porque en realidad la Constitución de 1853 brinda exactamente a todos los
extranjeros los mismos derechos que a los nacionales, pero a aquellos que quieran habitar el suelo argentino" (67). En el mismo
sentido se señaló que "el art. 20 de la Constitución protege solo a los extranjeros que son personas físicas y habitantes del país,
como lo dijo el senador preopinante. No obliga a reconocer iguales derechos a extranjeros que no sean habitantes, ni a personas
jurídicas" (68).

Una teoría intermedia postula que las normas benefician a todos los "habitantes" y que esta categoría incluye a los "extranjeros
residentes en el país conforme a la Ley de Migraciones 25.871". Desde esta óptica resultarían inconstitucionales las
discriminaciones entre distintas categorías de residentes basadas en la antigüedad de la residencia, tales como las contenidas en el
art. 4º de la ley 26.737 (69).

En sus dos variantes anteriores, el argumento —en resumen— propone que la Constitución solo beneficia a los "extranjeros" si
son al mismo tiempo "habitantes"; y por ello concluye que la norma del art. 20 solo podría ser invocada en beneficio de personas
físicas efectivamente afincadas en nuestro país.

Este criterio restrictivo no surge explícitamente del texto del art. 20 citado, y no creemos que haya estado tampoco en el espíritu
original de la Constitución. Al contrario, Alberdi explica que "[t]oca a las leyes orgánicas de la Constitución satisfacer y servir su
pensamiento de atraer capitales extranjeros, empleando para ello los medios de protección y de estímulo más eficaces que
reconozca la ciencia económica, y que la Constitución misma haga admisibles por sus principios fundamentales de derecho
económico (...) Estos medios de protección, esos principios de estímulo, no son otros que la libertad, la seguridad, la igualdad,
asegurados a todos los que, habitantes o ausentes del país, introduzcan y establezcan en él sus capitales" (70).

Por ello adscribimos a un criterio amplio, que parte de considerar, como lo hace Bidart Campos, que "[e]l extranjero residente
fuera del país, no obstante no ser habitante, está protegido por la Constitución cuando realiza actos, adquiere derechos o contrae
obligaciones en él" (71). De este modo, en ausencia de restricciones explícitas en el texto del art. 20, concluimos que la referida
norma constitucional tiene como destinatarios a todos los extranjeros —sean personas físicas o jurídicas— que quieran adquirir
bienes inmuebles en el país (independientemente de cuál sea su lugar de residencia, en el caso de las personas físicas, o el de
constitución y registro, en el caso de las jurídicas).

Para Ekmekdjian, con este art. 20 la Constitución quiso "incluir un artículo expreso en el cual se les reconociera enfáticamente
a los extranjeros los mismos derechos civiles del argentino, mencionando algunos que son reiteración del art. 14 y agregando otros
que no están explicitados en él, pero que (...) les estaban negados antes de 1853 (...) Todo ello para evitar cualquier interpretación
restrictiva y capciosa respecto de la igualdad civil de los extranjeros con los argentinos" (72). Más adelante agrega que "[l]a
cláusula hace especial hincapié en los bienes raíces, es decir, los inmuebles, porque —como se ha señalado más arriba— antes de la
sanción de la Constitución, en muchos casos los extranjeros tenían vedado el acceso a la propiedad inmobiliaria" (73).

Ahora bien, es sabido que el art. 14 de la misma Constitución dispone que los derechos se ejercen "conforme a las leyes que
reglamenten su ejercicio", y la Corte Suprema ha repetido en forma consistente que no hay derechos absolutos (Fallos 304:319), ya
que todos están sujetos a reglamentación (74).

En materia de adquisición de inmuebles: ¿cuál es el derecho reconocido a los extranjeros por nuestra Constitución?
Si se interpreta que el propósito del art. 20 es consagrar a favor de los extranjeros una garantía absoluta de que no serán

discriminados por causa de su nacionalidad (es decir, que el objeto de la norma es asegurar que los extranjeros tengan el derecho de
adquirir bienes raíces en las mismas condiciones que los ciudadanos argentinos), esta norma resultaría muy difícil de "reglamentar"
sin incurrir al mismo tiempo en una diferencia prohibida por la propia regla.

Admitimos que el art. 20 no es suficientemente explícito como para sustentar esta interpretación; y que el texto constitucional
puede ser razonablemente entendido como otorgando a los extranjeros el derecho a "adquirir bienes raíces", tal como los propios
ciudadanos tienen derecho a hacerlo, pero sin perjuicio de las reglamentaciones que se apliquen en uno u otro caso (o en ambos
simultáneamente), como ocurre en general con todos los derechos reconocidos en la Constitución.

A la luz de esta perspectiva, el derecho de los extranjeros a adquirir bienes raíces, con toda la singular importancia que deriva
de su reconocimiento expreso en el art. 20, CN, está igualmente sujeto a una "reglamentación razonable" (del mismo modo en que
lo está el derecho de los ciudadanos a comprar inmuebles en la Argentina, en términos que pueden diferir de los aplicables a los
extranjeros) y por ello, las restricciones al acceso a la propiedad por parte de los extranjeros no pueden reputarse a priori
inconstitucionales en todos los casos.

Llegados a este punto, de lo que se trata, como en tantos otros casos, es de analizar si las restricciones incorporadas por el
legislador en materia de adquisición de tierras rurales por parte de extranjeros son "razonables", esto es, si guardan una adecuada
correlación con la finalidad invocada por el legislador y preservan la sustancia del derecho reconocido en la Constitución (75).

Pero este análisis no parte de una posición neutral: la norma que incorpora una discriminación basada en la nacionalidad (tal el
caso del régimen que estudiamos) cae dentro de lo que la Corte Suprema denomina una "categoría sospechosa" (76).
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Elías y Sánchez Brígido explican que "en el ámbito de la igualdad, la Corte ha venido desarrollando la idea de que ciertas
distinciones, que se asientan en las llamadas 'categorías sospechosas', disparan la aplicación de un control constitucional que
supone un escrutinio más estricto que el tradicional test de 'mera razonabilidad'". En estos casos "el control de constitucionalidad
consiste en hacer tres cosas específicas: debe presumirse que el acto o norma cuya constitucionalidad se juzga es inconstitucional;
debe distribuirse la carga probatoria o argumentativa al interesado, de manera que es este quien debe probar la constitucionalidad; y
el interesado debe probar ciertas cosas específicas (que el medio elegido es el menos restrictivo de los derechos en juego y que
promueve efectivamente los fines perseguidos)" (77).

En este sentido, el voto mayoritario de la Corte Suprema en "Hooft" (78) explica que las normas que establecen
discriminaciones basadas en criterios tales como la nacionalidad están afectadas de una "presunción de inconstitucionalidad" (79).
En tal situación, la sentencia destaca que esa presunción solo podría ser levantada con "una cuidadosa prueba sobre los fines que
había intentado resguardar y sobre los medios que había utilizado al efecto. En cuanto a los primeros, deben ser sustanciales y no
bastará que sean meramente convenientes. En cuanto a los segundos, será insuficiente una genérica adecuación a los fines, sino que
deberá juzgarse si los promueven efectivamente y, además, si no existen otras alternativas menos restrictivas para los derechos en
juego que las impuestas por la regulación cuestionada" (80).

El texto transcripto nos brinda con todo detalle el sendero del análisis constitucional al que habremos de someter a las normas
de la ley 26.737: primero, analizar cuáles son los "fines" que la ley intenta resguardar, para confirmar que sean "sustanciales" (y no
meramente convenientes); luego, ponderar los medios utilizados, para verificar si promueven efectivamente aquellos fines, y
finalmente controlar que no haya existido otra alternativa menos restrictiva.

VII.2. Análisis y conclusiones
VII.2.1. Antecedentes ("extranjerización de la tierra" y regímenes restrictivos de otros países)
Antes de abordar la cuestión específica de los "fines" de la ley, recordemos que el Mensaje de Elevación del proyecto invocó

dos antecedentes que vale la pena revisar.
El texto dice literalmente:
a) que se "registra en nuestro país (...) un fuerte proceso de adquisición de grandes extensiones por parte de capitales

financieros transnacionales, el que se vio intensificado en los últimos años" con "profundas consecuencias para el desarrollo futuro
de los mercados alimentarios" y la "preservación de recursos naturales";

b) que la restricción propuesta replica "un modelo utilizado por numerosas legislaciones en el derecho comparado" que se
apoya "en los pactos internacionales y en el derecho comparado, los cuales imponen estrictas prohibiciones, restricciones y límites
a la adquisición de tierras por parte de extranjeros".

En cuanto a la situación de "extranjerización" de la tierra denunciada en el Mensaje de Elevación, lo cierto es que la propia ley
estableció la realización de un relevamiento para conocer la situación, de forma tal que el diagnóstico aparece al menos como
apresurado y carente de fundamento (81).

Sobre la existencia de "pactos internacionales" que impongan "prohibiciones, restricciones y límites a la adquisición de tierras
por parte de extranjeros", simplemente no existe tal cosa, al menos no en instrumentos internacionales de los que sea parte la
Argentina.

Ahora bien, el Mensaje de Elevación también refiere a "numerosas legislaciones en el derecho comparado" que impondrían
prohibiciones similares a las del proyecto [argumento que también fue mencionado en el debate parlamentario (82)]. La realidad es
que efectivamente existen restricciones en otros países, pero no se trata de una regla uniforme, ya que los Estados han regulado esta
cuestión de modo muy diverso (83).

En primer término, existen países donde no hay restricciones especiales y los extranjeros están equiparados a los nacionales al
momento de adquirir tierras rurales o agrícolas (84); en otros rige la regla de la "reciprocidad" (permiten la adquisición de tierras a
extranjeros de aquellos países donde sus nacionales pueden adquirir tierras) (85); finalmente, otros países establecen obligaciones
meramente formales de información y registro, o condicionan la adquisición de tierras a una previa aprobación del correspondiente
proyecto productivo.

En otros países existen restricciones que limitan el acceso de extranjeros, con mayor o menor severidad (por ejemplo,
estableciendo una superficie máxima, o limitándola en ciertas zonas o Estados) (86) hasta llegar —en un extremo— al grupo de
países que prohíbe absolutamente la propiedad extranjera de las tierras agrícolas o rurales, sea a nivel constitucional o legal,
reservándola para sus propios ciudadanos (87).

En la Unión Europea el punto de partida es la existencia de ciertas libertades fundamentales, como la libre circulación de
capitales y la libertad de establecimiento, que no parecen compatibles con las restricciones que analizamos. Sin perjuicio de ello, se
ha aceptado que los Estados miembros "pueden definir una política adecuada para sus mercados de la tierra agrícola" y en ese
marco "pueden justificar restricciones de las libertades fundamentales", aunque tales restricciones son excepcionales, su
interpretación es restrictiva, y están condicionadas a que "los objetivos estén claramente expuestos y que los instrumentos elegidos
sean proporcionados a estos objetivos, es decir, que no excedan de lo necesario y no sean discriminatorios" (88).

En los Estados Unidos la regulación es estadual, y varía desde una prohibición absoluta a la adquisición de propiedad por
extranjeros (Idaho, Oklahoma, Oregon) hasta una habilitación sin restricciones (Connecticut, New York, Florida) (89).

VII.2.2. Identificación de los "fines" de la ley 26.737
En las normas análogas del derecho comparado que establecieron regímenes restrictivos de la propiedad extranjera podemos

encontrar la referencia a ciertos objetivos y finalidades de interés público, habitualmente invocados como fundamento de esas
restricciones. Entre los que parecen más sensatos se menciona a los de "mantener el uso agrícola de las tierras", "evitar la
concentración de la propiedad", y "evitar una especulación excesiva sobre el valor de las tierras", en defensa de los campesinos
pequeños y medianos. Junto a estos argumentos se mencionan otros menos plausibles —o más difíciles de conectar con la
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nacionalidad de los propietarios— como la protección de los pobladores originarios, el derecho a la alimentación, o el
aprovechamiento de la tierra.

En último lugar no faltan argumentos puramente retóricos, también presentes en nuestro ámbito, como la defensa de la
soberanía, el desarrollo de las futuras generaciones, y la protección de los recursos naturales.

Llegados al momento de identificar las finalidades de la ley 26.737 corresponde atender en primer término al Mensaje de
Elevación del proyecto enviado al Congreso por el Poder Ejecutivo. En ese texto se explica que el régimen legal persigue el
aseguramiento de los siguientes "fines":

a) que "los recursos vitales en el siglo XXI, sigan en órbita y en competencia Nacional";
b) impedir "procesos que, de ser librados a su propia dinámica, podrían comprometer gravemente el desarrollo, la soberanía

nacional y la titularidad del pueblo argentino sobre sus recursos estratégicos no renovables" (90);
c) "preservar la propiedad y tenencia de las tierras en manos de productores agropecuarios nacionales";
f) "limitar un proceso de concentración de grandes extensiones de tierra en manos de capitales financieros que, de

profundizarse, comprometen objetivos estratégicos, vinculados al desarrollo nacional y a la calidad de vida de los habitantes del
país";

g) "afianzar una sociedad más equitativa y democrática".
En estos fundamentos se percibe una inclinación, casi instintiva, a considerar a la propiedad nacional de las tierras rurales como

una virtud, y a la propiedad extranjera como un demérito, sin necesidad de otras consideraciones (91). Apoyada exclusivamente
sobre esta base, es claro que la ley sería manifiestamente inconstitucional.

Lo cierto es que, al intentar profundizar en el tema, se hace difícil identificar con precisión la finalidad específica de la ley, ya
que los argumentos utilizados derivan hacia una retórica sonora pero de escaso contenido, que involucra cuestiones más bien
genéricas —cuando no abstractas— tales como "los recursos vitales", "la soberanía nacional" o los "objetivos estratégicos" (92).

Con estas limitaciones, y haciendo un esfuerzo por ir más allá de la primera impresión que brindan el Mensaje de Elevación y
el debate parlamentario, en nuestra opinión los "fines" que procura la ley son los de evitar la concentración de grandes extensiones
de tierra en manos de extranjeros (93) para permitir que los productores nacionales puedan beneficiarse con el acceso a las tierras
rurales del país y de este modo favorecer el desarrollo (94).

A la luz del debate parlamentario —aunque la Exposición de Motivos no lo indica expresamente— podríamos incluso agregar
que los productores que la ley busca defender del latifundio extranjero son los "pequeños y medianos".

VII.2.3. La sustancialidad de los fines
¿Se trata de "fines sustanciales"?
La circunstancia de que todo el régimen legal se haya construido a partir de una descripción de antecedentes cuestionable (la

supuesta "extranjerización" de la tierra, sobre la que no existían datos concretos, ni mucho menos un análisis de causas y
consecuencias) (95) hace prima facie dificultoso reconocer que la ley pueda resguardar alguna finalidad esencial. Pero admitamos,
aunque sea hipotéticamente, que el fin perseguido cumple con este requisito, en tanto se lo vincula —al menos argumentalmente—
con cuestiones que sí son "sustanciales"; y no meramente "convenientes", como el desarrollo económico y la defensa de la
soberanía.

El siguiente paso es identificar los medios a los que recurre la ley, para asegurar la protección de aquellos fines, y evaluar la
correlación entre unos y otros.

VII.2.4. Análisis de la correlación entre medios y fines
Recordando lo expuesto al principio de este trabajo: la ley dispone un relevamiento y registro de información; y, además, un

sistema de restricciones y limitaciones al dominio y la posesión de tierras rurales por parte de extranjeros.
Dejemos de lado el aspecto informativo y registral, que provoca una afectación mínima de derechos, para concentrarnos en las

prohibiciones a la adquisición de tierras rurales: ¿se trata de medios que contribuyen de manera efectiva a la protección de las
finalidades protegidas por la ley? Específicamente: ¿una limitación a la extensión de los inmuebles que pueden poseer los
extranjeros es el medio adecuado para permitir el acceso de los pequeños productores locales a las tierras rurales?

Al analizar una restricción legal para que personas extranjeras ejerzan el notariado Bidart Campos se preguntaba: "¿Cuál es el
mal que se quiere evitar con la prohibición? Si ese mal es el incorrecto ejercicio de la fe pública, ¿es la prohibición absoluta al
extranjero el medio adecuado? ¿Puede la ley, razonablemente y sin caer en discriminaciones odiosas, presumir —juris et de jure—
que un notario extranjero no será buen depositario de la fe pública delegada por el Estado? La respuesta negativa se impone..."
(96).

Trasladando esas reflexiones al presente caso, nos parece que la respuesta resulta igualmente negativa.
Lo reiteramos una vez más: solo si admitiéramos que el mal que se quiere evitar es "la propiedad extranjera de las tierras",

como si ello fuese perjudicial per se, el régimen podría ser razonable y proporcionado.
Así para justificar la constitucionalidad hace falta un paso adicional, que demuestre de algún modo por qué la propiedad

extranjera debería ser limitada (al menos en ciertos casos o con ciertas características). Haciendo nuestras las palabras de un fallo
de la Corte, se debe probar "mucho más que la mera razonabilidad de la norma: (se) debe acreditar que esta es 'necesaria' para el
logro de un 'apremiante interés público' y que está ajustadamente diseñada para servir a ese interés" (97).

Como vimos, la escueta justificación que brindan la Exposición de Motivos y el debate parlamentario es que debe evitarse la
propiedad extranjera más allá de ciertos límites, porque de este modo se evita la concentración de la tierra, y consecuentemente, se
favorece el acceso de los productores nacionales (lo que a su vez evita comprometer "el desarrollo nacional y la calidad de vida de
los habitantes del país" y contribuye a "afianzar una sociedad más equitativa y democrática", etc.).

Lamentablemente, estas explicaciones no satisfacen en modo alguno el test agravado que demanda la jurisprudencia de la Corte
Suprema, ya que no demuestran que la medida sea "necesaria" y esté "ajustadamente diseñada" para conseguir ese objetivo

17/5/24, 16:20 Información Legal Online

https://informacionlegal.com.ar/maf/app/document?src=externalLink&crumb-action=append&context=118&docguid=i60A257A6FA6C5BAD3121… 8/15



(inicialmente, porque si el problema es la concentración de la tierra que impide el acceso a los pequeños productores locales, la
restricción a la propiedad extranjera no es una medida idónea para impedir que esa concentración se verifique en manos de
propietarios nacionales) (98).

Otro argumento que refuta la supuesta utilidad de las restricciones —aun si la nacionalidad del propietario fuese una
circunstancia relevante para la consecución de estos fines— es la permisión irrestricta de la "tenencia extranjera" (por ejemplo, por
vía de arrendamiento) ¿Qué diferencia hace para el pequeño productor que el extranjero adquiera el dominio de la tierra o
solamente la arriende?

Analicemos también, en beneficio de la prolijidad, otros argumentos secundarios mencionados en el debate parlamentario:
a) la "residencia continua, permanente y comprobada en el país": se ha dicho que la ley procura que el titular de la tierra resida

en ella, por oposición al inversor extranjero que simplemente adquiere la propiedad de un inmueble que ni siquiera conoce (99);
aun asumiendo que este resultado sea beneficioso, la ley solo dirige este requisito a los extranjeros, mientras que los argentinos
pueden adquirir de forma ilimitada cualquier extensión de tierras rurales, independientemente de su lugar de residencia;

b) el "aprovechamiento productivo": se argumentó que el verdadero problema era la inversión meramente especulativa, que
conspiraba contra el aprovechamiento productivo de las tierras (100); nuevamente, la ley se basa en este supuesto problema para
restringir la propiedad extranjera, cuando en rigor el fenómeno —de ser tal— no tiene una relación forzosa con la nacionalidad del
comprador;

c) la "protección de los recursos naturales": nunca se explica por qué serían los extranjeros quienes amenazan de manera
específica este recurso, por lo que —de existir la necesidad— se podría analizar una legislación tuitiva sin necesidad de discriminar
la titularidad de la tierra.

Tal vez el ejemplo más acabado de "falta de razonabilidad" lo presente la restricción absoluta a la titularidad extranjera de
tierras que contengan, o sean limítrofes a, un cuerpo de agua relevante, prevista en el art. 10.b)1 de la ley. Al mismo tiempo, es la
restricción a cuya explicación y justificación se ha dedicado menos esfuerzo, tanto en la Exposición de Motivos como en el debate
parlamentario, más allá de estas imprecisas referencias a la "protección de los recursos naturales".

¿Cuál es, en concreto, el daño —o al menos el riesgo— que se presenta cuando un extranjero adquiere tierras lindantes con un
cuerpo de agua relevante? (por ejemplo, el Mar Argentino, el Río Paraná o el Lago Nahuel Huapi) ¿En qué varía ese riesgo cuando
el propietario tiene la nacionalidad argentina? ¿De qué manera el "dominio extranjero de la tierra" amenaza esos cuerpos de agua?
¿Y por qué, si existiera ese riesgo, no se ha regulado también la propiedad extranjera preexistente? ¿Por qué —finalmente y entre
muchas otras preguntas análogas— este riesgo no se verifica en el caso de "tenencia" de tierras por personas físicas o jurídicas
extranjeras? (101).

No encontramos respuesta adecuada a ninguna de estas preguntas, ni en la Exposición de Motivos ni en el debate posterior en
ambas cámaras.

La restricción, al contrario, aparece como irrazonable a simple vista, sin conexión suficiente con los "fines" invocados por la
propia ley, y —por ende— solo apoyada en un criterio puramente discriminatorio, por lo que su inconstitucionalidad nos resulta
manifiesta.

VII.2.5. Evaluación de la existencia de soluciones menos restrictivas
En último término, el régimen tampoco resiste el test que procura verificar la inexistencia de soluciones menos restrictivas.
Si el problema es el latifundio, podrían imponerse restricciones a la superficie máxima de las tierras; si el problema es la

existencia de tierras improductivas, podría discutirse un régimen que penalice la improductividad o fomente la productividad; si el
problema es el acceso a la tierra por parte de los productores pequeños y medianos (cuestión que no puede ser causalmente
atribuida al 5,57% de tierras en manos extranjeras), podría implementarse un régimen de fomento que persiga la solución de ese
problema. En nuestra legislación existen múltiples antecedentes de normas de policía y fomento dirigidas a asegurar los fines antes
mencionados u otros similares, sin necesidad de introducir una discriminación (en principio prohibida; y en este caso, inconducente
para los fines propuestos) entre los derechos de los extranjeros y los nacionales (102).

VII.2.6. Conclusión
El problema que la ley declama atender no aparece suficientemente acreditado ni analizado. Los medios que la ley dispone para

asegurar los fines invocados no son razonables, ni guardan una correlación adecuada con éstos (103). Aun asumiendo la validez y
sustancialidad de estos fines, existen medidas menos restrictivas —y directamente conducentes a esos fines— que podrían haberse
implementado sin necesidad de incorporar una restricción indiscriminada basada exclusivamente en la ubicación y extensión de la
tierra (104).

En suma, no hemos podido encontrar —ni en la Exposición de Motivos, ni en la discusión parlamentaria— una demostración
de la validez de la discriminación hacia los extranjeros del modo en que ha sido dispuesta por la ley (105). Desde esta perspectiva,
el régimen se presenta como irrazonable, y violatorio del art. 20 de la CN.

(1)  Como se ha dicho, "son dos regímenes distintos que apuntan a cuestiones diferentes, en un caso a regular la propiedad o
posesión de tierras rurales por personas extranjeras y en el otro el acceso a la propiedad o posesión en las zonas de fronteras, que no
solo abarca a los extranjeros sino también, en ciertos casos, a las personas jurídicas argentinas" (CORNEJO, Américo A.,
"Restricciones a las personas extranjeras para la posesión de tierras rurales", LA LEY 2012-E, 708). Si bien la ley 26.737, en su art.
10.b.2 hace referencia a las restricciones en "zonas de seguridad" (posiblemente para evitar dudas sobre la continuidad de su
vigencia) luego remite a los términos del dec. 15.385/1994 modificado por la ley 23.551, sin incorporar ningún cambio.

(2)  Sobre "Régimen de Protección al Dominio Nacional sobre la Propiedad, Posesión o Tenencia de las Tierras Rurales", BO
del 28/12/2011 (Adla, LXII-A, 131).

(3)  Modificada por las Disposiciones 1/2014 y 3/2017 del Registro Nacional de Tierras Rurales ("RNTR").
(4)   Ley 26.737, art. 2º, inc. a). El art. 15 de la ley dispuso realizar "un relevamiento catastral, dominial y de registro de

personas jurídicas que determine la propiedad y la posesión de las tierras rurales...".
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(5)  Ley 26.737, art. 2º, inc. b). Con una redacción cuestionable, que confunde la "titularidad" (resultado) con su "adquisición,
transferencia o cesión" (medio), la ley dice que "se entenderá como titularidad extranjera sobre la propiedad o posesión de las
tierras rurales, toda adquisición, transferencia, cesión de derechos posesorios, cualquiera que sea la forma, denominación que le
impongan las partes" (el destacado no está en el original).

(6)  Ley 26.737, art. 1º. De acuerdo al art. 1º del Reglamento, la identificación de las "tierras rurales" surge de la información
que deben presentar las Provincias, y abarca todas las tierras en cada una de esas provincias que no pertenezcan a los ejidos
urbanos "determinados a partir de las constituciones, leyes o decretos provinciales, cartas orgánicas u ordenanzas municipales", o
—en defecto de aquella información— a las que determine el Consejo Interministerial de Tierras Rurales.

(7)  Ley 26.737, art. 1º, segundo párrafo. Sin perjuicio de ello, el Reglamento excluye de toda restricción a las tierras ubicadas
en una "Zona Industrial", "Área Industrial" o "Parque Industrial" [conf. art. 14.2(iii)].

(8)   Ver DURAND, Julio C., "Sobre los conceptos de 'policía', 'poder de policía' y 'policía administrativa'", Rev. Derecho
Administrativo nro. 51, Buenos Aires, Ed. LexisNexis, 2005, ps. 178 y ss.

(9)   En su redacción original, el Reglamento facultaba al Registro a sancionar los incumplimientos a las obligaciones
establecidas en la ley y su Reglamento con apercibimiento, multa o inhabilitación especial de 6 meses a dos años, pero esa
posibilidad fue eliminada por el dec. 820/2016, de forma tal que el Reglamento actualmente solo prevé que el RNTR "pondrá en
conocimiento de las autoridades administrativas, judiciales o de los respectivos colegios profesionales que correspondan, las faltas
o incumplimientos que verifique en el ejercicio de sus funciones" (conf. art. 14). Adicionalmente, la Disposición 1/2013 del RNTR
prevé que el incumplimiento de la obligación de solicitar el Certificado de Habilitación facultará a la Dirección Nacional a
"denunciar ante el Superior Jerárquico Administrativo, la violación del objeto de la ley, para que resuelva en su ámbito de
competencia o accione vía judicial" (art. 1º).

(10)  CASSAGNE, Juan Carlos, "Curso de Derecho Administrativo", Ed. La Ley, Buenos Aires, 2011, 10ª ed., t. II, p. 141
("Limitaciones al ejercicio de los derechos"), p. 145 ("Las limitaciones y las técnicas autorizatorias. Autorización y permiso") y p.
11 ("Imposición de deberes en sentido estricto").

(11)  El art. 22 del Cód. Civ. y Com. establece que "Toda persona humana goza de la aptitud para ser titular de derechos y
deberes jurídicos. La ley puede privar o limitar esta capacidad respecto de hechos, simples actos, o actos jurídicos determinados"
(el destacado no está en el original).

(12)  El texto de la norma reglamentaria —literalmente— solo reconoce este derecho a los extranjeros que fueran "titulares de
dominio de tierras rurales" y no menciona a quienes tengan la posesión. Por ello no resulta claro si otorga a los extranjeros la
posibilidad de reemplazar su "posesión" por otra sobre un inmueble equivalente, tal como lo hace con el dominio. En nuestra
opinión la respuesta debe ser positiva, de acuerdo al art. 17 de la ley 26.737, ya que es claro que la posesión preexistente configura
un derecho adquirido que no se debe ver afectado por la entrada en vigencia de la ley.

(13)  Conf. BOMCHIL, Máximo, "Protección del dominio nacional sobre tierras rurales", LA LEY, 2012-C, 863.
(14)  De acuerdo al art. 14 de la ley 26.737 el Registro tiene otorgada por ley la "legitimación activa" para "reclamar la nulidad

en sede judicial de los actos prohibidos por esta ley". El art. 7º del Reglamento establece que el Registro "podrá intervenir en sede
administrativa y accionar judicialmente en los fueros civil y penal, quedando facultado expresamente para constituirse en actor
civil y parte querellante". Sin embargo, este registro está actualmente a cargo de la Dirección Nacional del Registro Nacional de
Tierras Rurales, un órgano sin personalidad jurídica propia que integra la administración pública centralizada (conf., por ejemplo,
la ley 27.431 - Ley de Presupuesto del año 2018, y el art. 1º de la Disposición RNTR 1/2013 que hace referencia al "superior
jerárquico" de la Dirección Nacional del RNTR).

(15)   Como apunta Bomchil, "[l]a omisión de informar no tiene aparejada sanción alguna ni en la ley, ni en el decreto
reglamentario" (BOMCHIL, Máximo J., "Protección del dominio nacional sobre tierras rurales", LA LEY, 2012-C, 863).

(16)  Conf. Reglamento, art. 10.2. En la página web del RNTR figuran los decretos provinciales proponiendo las equivalencias
de todas las provincias, excepto el de Santiago del Estero. El Consejo debe verificar la consistencia y razonabilidad de esas
propuestas (Reglamento, 10.2) y puede modificar las equivalencias por resolución fundada, en los supuestos mencionados en el
citado art. 10.2 del Reglamento.

(17)  Es decir, la Provincia, o la autoridad superior de la jurisdicción política interna (Municipalidad, Departamento) que haya
realizado el cambio.

(18)  Reglamento, art. 1º.
(19)  Ley 26.737, art. 14.c).
(20)  Ley 26.737, art. 10.b).
(21)  Disposición RNTR 1/2013, art. 10.
(22)  Ley 26.737, art. 14.d) y Reglamento, art. 14.1).
(23)  De acuerdo al art. 17 de la Disposición RNTR 1/2013, "[u]na vez completa la documentación requerida, la Dirección

Nacional, deberá expedirse acerca del trámite, otorgando el "Certificado de Habilitación" o emitiendo la "Constancia de
Denegación" según corresponda, en el plazo de veinte [20] días hábiles".

(24)  Cfr. Ley Nacional de Procedimientos Administrativos 19.549, tít. IV, y su Reglamento aprobado por dec. 1759/1972 (t.o.
en 2017), esp. tít. VIII, en su parte pertinente.

(25)  Reglamento, art. 3º.2.
(26)   El art. 3º.2 del Reglamento hace referencia en su primer inciso al "cambio de control", y en los siguientes incisos

menciona tres supuestos específicos de "cambio de control" que, en definitiva, están abarcados en el primer inciso, pero
contribuyen a precisar que en todos los casos se trata de cambios de control que involucran personas extranjeras.

(27)   Cuando las modificaciones accionarias no resultan en un cambio de controlante, el Registro considera a la operación
como una "reorganización".

(28)  El art. 14 bis de la Disposición RNTR 1/2013 prevé que deberá comunicarse al Registro toda modificación del paquete
accionario "de una persona jurídica comprendida en las prescripciones de la ley 26.737 y su decreto reglamentario 274/2012,
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modificado por su similar 820/2016" (el destacado es nuestro).
(29)  Ley 26.737, art. 14(c).
(30)  Para ello alcanza con interpretar que cuando la ley hace referencia a "todo acto por el cual se transfieran derechos de

propiedad o posesión sobre tierras rurales" se está refiriendo exclusivamente a los actos cuyo objeto y efecto específico e inmediato
sea la transferencia del derecho de propiedad o posesión de tierras rurales.

(31)  Lo expuesto parece razonable, especialmente, cuando la aparición del nuevo controlante extranjero es consecuencia de
transferencias accionarias producidas en el exterior y sometidas al derecho de otra jurisdicción. En la práctica del RNTR, en los
casos en los que la operación implica un cambio de control a favor de una persona extranjera, el certificado no es exigido con
carácter previo, pero es igualmente otorgado luego de la comunicación.

(32)  Por ejemplo, cuando una sociedad extranjera titular de tierras en la Argentina adquiera una participación de control en una
sociedad que también sea titular de tierras rurales en la argentina.

(33)  Reglamento, art. 14.2(i)(a).
(34)   Reglamento, art. 14.2(i)(b). Se entiende: cuando tal límite esté fijado en función del tipo de explotación, y pueda

ampliarse modificándolo.
(35)  Reglamento, art. 14.2(i)(c).
(36)  Ley 26.737, art. 7º.
(37)  Esta solución había sido propiciada por Del Olmo y Malm Green, en un artículo anterior a la sanción del decreto 820/2016

(DEL OLMO, Mariano - MALM GREEN, Guillermo, "Aspectos societarios relacionados con la ley de Tierras Rurales", LA LEY,
2015-C, 1290). Los autores entendieron que la violación de límites como consecuencia de la adquisición de participaciones sociales
no tenía prevista una sanción en la ley ni en el Reglamento, y recordaron que la solución de "desinversión/desprendimiento de
activos" está contemplada por la ley 25.156 de Defensa de la Competencia, que establece que de no cumplirse con las previsiones
de dicha ley, se "...podrá imponer el cumplimiento de condiciones que apunten a neutralizar los aspectos distorsivos sobre la
competencia o solicitar al juez competente que las empresas infractoras sean disueltas, liquidadas, desconcentradas o divididas".
Hubiera sido deseable que el Régimen de Tierras Rurales también especificara cuál es la consecuencia del vencimiento del plazo de
90 días sin cumplir con la obligación de "desinversión".

(38)  Ley 26.737, art. 10.1.
(39)  El art. 9º de la ley 26.737 establece que "[e]n ningún caso las personas físicas o jurídicas, de una misma nacionalidad

extranjera, podrán superar el treinta por ciento (30%) del porcentual asignado en el artículo precedente a la titularidad o posesión
extranjera sobre tierras rurales". El artículo anterior al que se refiere es el 8º, que establece el límite del 15%.

(40)   El Reglamento establece que para determinar el porcentaje sobre el territorio nacional se considerará "la superficie
continental americana" (se entiende: las tierras rurales en esa superficie).

(41)  De acuerdo al art. 10.1 del Reglamento, la denominada zona núcleo abarca "los departamentos de Marcos Juárez y Unión
en la provincia de Córdoba, Belgrano, San Martín, San Jerónimo, Iriondo, San Lorenzo, Rosario, Constitución, Caseros y General
López en la provincia de Santa Fe, y los partidos de Leandro N. Alem, General Viamonte, Bragado, General Arenales, Junín,
Alberti, Rojas, Chivilcoy, Chacabuco, Colón, Salto, San Nicolás, Ramallo, San Pedro, Baradero, San Antonio de Areco, Exaltación
de la Cruz, Capitán Sarmiento, San Andrés de Giles, Pergamino, Arrecifes y Carmen de Areco en la provincia de Buenos Aires", es
decir, el área central de la pampa húmeda argentina.

(42)  Por ese motivo, el art. 3º.2 del Reglamento exige que "al solo efecto del cómputo previsto en el artículo 10 de la ley
26.737, también deberá notificarse toda modificación en las participaciones de personas humanas o jurídicas extranjeras, en
personas jurídicas extranjeras conforme la ley 26.737, que sean titulares de dominio de tierras rurales".

(43)  Reglamento, art. 2º.2(i). La misma solución (distribución proporcional) se aplica a los integrantes de una persona jurídica
titular de tierras rurales, de forma tal que —por ejemplo— el titular del 50% de las acciones de una sociedad propietaria de 100 ha
se debe considerar como titular de 50 ha.

(44)  Reglamento, art. 14.2(iii).
(45)  Ley 26.737, art. 7º.
(46)  Reglamento, art. 14.2(i).
(47)  En el texto del art. 7º, en tanto hace referencia a la "entrega de las tierras", puede encontrarse un argumento adicional para

diferenciar —como lo hemos explicado antes— los actos que tienen por objeto específico la transferencia de derechos sobre las
tierras rurales (y requieren la "entrega de la tierra"), de otros negocios, como las transferencias accionarias de una sociedad titular
de tierras rurales, donde esa transferencia no es parte esencial del objeto y causa del acto (arts. 279 y 281, Cód. Civ. y Com.).

(48)  EKMEKDJIAN, Miguel Ángel, "Tratado de Derecho Constitucional", Ed. Depalma, Buenos Aires, 1994, t. II, p. 529.
(49)  Reglamento, art. 4º.
(50)  El art. 3º.2 de la ley 26.737 fue calificado "de interpretación imposible" (BOMCHIL, Máximo J., "Protección del dominio

nacional sobre tierras rurales, LA LEY, 2012-C, 863). Por ejemplo, el art. 3º primero considera "extranjeras" a las sociedades cuyos
accionistas extranjeros superen el 51% del capital social, y poco después parece calificar igualmente como "extranjeras" a las
sociedades controladas en un porcentaje superior al 25%. Estas contradicciones llevaron a interpretar que el art. 3º enunciaba
primero las personas extranjeras alcanzadas por la limitación a la adquisición de tierras rurales y luego mencionaba a las personas
solamente obligadas a informar (conf. ANAYA, Gonzalo L., "Incógnitas de la materia societaria en la ley de Tierras 26.737", ED
248-1113, y NAVARRO, Damián, "Límites a la propiedad de tierras rurales por extranjeros y su impacto en la transferencia de
acciones", LA LEY Actualidad del 08/07/2014, p. 1). Para otros, la referencia al 25% es simplemente un error (conf. DEL OLMO,
Mariano - MALM GREEN, Guillermo, "Aspectos societarios relacionados con la ley de Tierras Rurales", LA LEY 2015-C, 1290)
algo que no debe sorprender en una ley cuya técnica legislativa es harto deficiente.

(51)   Bomchil apunta que el decreto citado "tiene luces y sombras. Luces, porque aclara algunas normas oscuras y
contradictorias de la ley y que su anterior decreto reglamentario había omitido. Y sombras, porque en varios temas avanza más allá
de la ley, pudiendo dar lugar a títulos de propiedad imperfectos que si bien no impedirán la compra de tierras rurales al extranjero,
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sí podrían darle un disgusto en oportunidad de vender la propiedad" (BOMCHIL, Máximo J., "Modificación del decreto
reglamentario de la ley de tierras rurales", LA LEY, 2016-D, 1343). Del Olmo y Malm Green advierten que "la ley de Tierras
Rurales no es un ejemplo de redacción: desde un punto de vista de técnica jurídica, está llena de imprecisiones" y apuntan
agudamente que "[a]nte situaciones de esta naturaleza, el remedio usual —y desde el punto de vista constitucional, absolutamente
inconstitucional— para los intérpretes del derecho y los abogados especializados es esperar a ver si por vía de reglamentación, se
"integra" la norma con regulaciones "aclaratorias", o se crean dispositivos especiales por parte del órgano de ejecución. De esta
forma irregular, al menos puede "anticiparse" que si el organismo de aplicación establece una posición respecto de uno u otro tema,
será más difícil que luego dicho organismo vaya en contra de las resoluciones generales o particulares que a todo evento hubiera
dictado, y/o de la interpretación que hubiera efectuado de dichas normas" (DEL OLMO, Mariano - MALM GREEN, Guillermo,
"Aspectos societarios relacionados con la ley de Tierras Rurales", LA LEY, 2015-C, 1290).

(52)  La práctica del RNTR denomina a todas estas personas jurídicas como "extranjeras" a los efectos del régimen establecido
por la ley 26.737, independientemente del lugar de constitución y registro de la entidad, de acuerdo al texto del art. 3º.1 del
Reglamento, que establece que "(a) los efectos del art. 3º, inc. b) de la ley 26.737, se entenderá por persona jurídica extranjera
aquella en la cual personas extranjeras —humanas y/o jurídicas—, en forma directa o indirecta, formen la voluntad mayoritaria,
independientemente de su participación social". Esta referencia a la posibilidad de formar la voluntad social con independencia de
la participación social "parece ampliar la calificación de "sociedad extranjera" no solo a aquellas sociedades donde el control
interno de derecho está en manos de personas físicas o jurídicas extranjeras, sino también cuando éstas disponen del control interno
de hecho" (ANAYA, Gonzalo L., "Incógnitas de la materia societaria en la ley de Tierras 26.737", ED 248-1113). En adición a lo
expuesto, el Reglamento explica que cuando la participación supera el 51% la persona se presume extranjera, admitiéndose prueba
en contrario (Reglamento, art. 3º.2).

(53)  La ley, en su art. 3º, inc. 1º, hace referencia a un "control en un porcentaje mayor al 25%", expresión que aisladamente
considerada carece de sentido. Del texto del inciso resulta claro que el sentido de la ley (consistente con el texto principal del inc.
b, que hace referencia a la formación de la voluntad social) apunta a considerar abarcadas por las prohibiciones de la ley a las
personas físicas o jurídicas extranjeras que tengan el "control" de la persona jurídica titular de las tierras rurales (convirtiéndose así
en últimos beneficiarios de ese derecho) independientemente del porcentaje.

(54)  El inc. 3º del art. 3º reitera la referencia al porcentaje del 25%, y resulta pasible de las mismas conclusiones expuestas en
la nota anterior. En el caso de obligaciones negociables o debentures, el Reglamento aclaró que la limitación legal "se verificará en
el momento en que el obligacionista o debenturista notifique a la sociedad, por medio fehaciente, su decisión de conversión de las
obligaciones negociables o los debentures, según corresponda, en acciones" (Reglamento, art. 3º.2 in fine).

(55)  La redacción es confusa, y puede referirse tanto a la restricción a la "titularidad extranjera" (conf. el texto inicial del art.
3º) como a la obligación de comunicar "toda modificación de paquete accionario" (conf. el texto inmediatamente anterior a los
incisos). Ninguna de las dos interpretaciones conduce a una norma completamente coherente.

(56)  En tal caso la referencia al "beneficiario" debió reemplazarse por el "fideicomisario" (conf. art. 1672, Cód. Civ. y Com.),
aunque cabe recordar que al momento de la sanción de la ley no se había sancionado el nuevo Código Civil y Comercial, y se
encontraba vigente la ley 24.441 que en su art. 1º disponía que al cumplimiento del plazo o condición los bienes fideicomitidos
debían transmitirse "al fiduciante, al beneficiario o al fideicomisario". Santamaría y Castellino Gago, en un artículo publicado en
2012, concluían que "[d]el análisis armónico del art. 3º inc. b) de la ley 26.737 (Ley de Tierras Rurales), art. 2662 del Cód. Civil
(Dominio Fiduciario), art. 1º Ley 24.441 (Fideicomiso) y arts. 1662, 1671 y 1672 del Anteproyecto de Unificación de los Códigos
Civil y Comercial, es dable entender que al hablar la ley 26.737 de "beneficiarios" lo hace refiriéndose al "fideicomisario" como
destinatario final de los bienes y no con relación a quien percibe las rentas, frutos, beneficios, ganancias de la administración de la
propiedad fiduciaria propio del beneficiario, por ende, entendemos que, conforme el articulado supra citado y la correcta
hermenéutica, podemos utilizar al contrato de fideicomiso como vehículo para canalizar inversiones en la economía real, siempre
que el fiduciario sea una persona física o jurídica argentina y que el fideicomisario, al tiempo de la extinción del contrato de
fideicomiso, sea un argentino o un extranjero que haya cumplido con los requisitos del art. 4º de la ley 26.737" (SANTAMARÍA,
Gilberto L.  - CASTELLINO GAGO, Federico, "El fideicomiso, la ley de tierras rurales y los inversores extranjeros", DJ 30/05/
2012, p. 99).

(57)  Cfr. CABULI, Ezequiel - MIHURA DE ESTRADA, Bernardo, "Titularidad de tierras rurales. Comentario al decreto 820/
2016", ADLA 2016-21,26 y DJ 16/11/2016, 77. Los autores concluyen que el tema deberá ser resuelto por "la interpretación de la
doctrina y los jueces".

(58)   También en esta materia, el dictado del reciente dec. 820/2016 (que modificó el Reglamento) contribuyó a clarificar
muchas cuestiones, aunque no es sencillo compatibilizar algunas de las soluciones reglamentarias con las disposiciones de la ley.

(59)  No existe una explicación razonable para esta inconsistencia, que ya estaba en el proyecto original elevado por el Poder
Ejecutivo. Los diputados que debatieron el proyecto de ley hicieron 15 referencias a la "tenencia" de las tierras rurales, y uno de
ellos se refirió a "este proyecto que hoy estamos abordando para regular la tenencia de la tierra". En el debate en el Senado la
palabra "tenencia" fue mencionada 18 veces, y la ley fue caracterizada por un senador como la respuesta legislativa "al tema y a la
problemática referida a la tenencia de la tierra por parte de extranjeros" (Versión taquigráfica de la Sesión Extraordinaria del 22 de
diciembre de 2011, p. 90).

(60)  De acuerdo al art. 2º de la ley 13.246 habrá arrendamiento rural "cuando una de las partes se obligue a conceder el uso y
goce de un predio, ubicado fuera de la planta urbana de las ciudades o pueblos, con destino a la explotación agropecuaria en
cualesquiera de sus especializaciones y la otra a pagar por ese uso y goce de un precio en dinero" y de acuerdo al art. 21 habrá
aparcería "cuando una de las partes se obligue a entregar a otra animales, o un predio rural con o sin plantaciones, sembrados,
animales, enseres o elementos de trabajo, para la explotación agropecuaria en cualesquiera de sus especializaciones, con el objeto
de repartirse los frutos".

(61)  ABELLA, Adriana N., "Reflexiones sobre el Régimen de Tierras Rurales", Revista del Notariado 918 (AR/DOC/2242/
2016).
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(62)   De manera sobreabundante, el art. 13 de la Disposición RNTR 1/2013 declara que "no requerirán "Certificado de
Habilitación", los actos que constituyan derecho real de usufructo, a favor de los sujetos comprendidos en art. 3º de la ley 26.737,
cuando el destino sea el desarrollo de Proyectos de Parques Eólicos o algún emprendimiento para la generación de energía
eléctrica, de conformidad con el objeto de la ley 26.190."

(63)  Que no puede ser el mismo Fiduciario, conf. el art. 1672 del Cód. Civ. y Com.
(64)  Reglamento, art. 14.2(iii).
(65)  Reglamento, art. 14.2(iv). En este caso, las tierras transferidas serán computadas a los herederos forzosos a efectos del

control de las limitaciones establecidas en la ley 26.737 con relación a futuras adquisiciones, pero no se afectará la validez de la
transmisión hereditaria, ni se obligará a los herederos a la transmisión de una superficie equivalente a la recibida (Reglamento,
Ibíd.). La misma solución se aplica en caso de transmisión hereditaria de participaciones en personas jurídicas titulares de tierras
rurales, o controlantes de titulares de tierras rurales.

(66)  En sentido similar, el art. 1º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que "[l]os Estados partes en
esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a
toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión
políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condicional social"
(el destacado me pertenece). Esta cláusula reconoce la igualdad entre nacionales y extranjeros (cfr. CAO, Christian A., "Los
extranjeros y la limitación del derecho a la accesibilidad de la propiedad privada. Críticas y propuestas al proyecto de ley", La Ley,
Actualidad del 13/09/2011).

(67)  Exposición del senador Cimadevilla, versión taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/
2011 (el destacado es nuestro).

(68)  Exposición de la senador Di Perna, versión taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/
2011 (el destacado es nuestro).

(69)  "El segundo condicionante de la igualdad de derechos civiles entre nacionales y extranjeros es que ella se aplica a los
extranjeros que habitan en el territorio de la Nación. Si bien el art. 20 de la CN se refiere a los extranjeros a secas, tanto el art. 14
como el art. 16 se dirigen a los habitantes de nuestro suelo. A ella se agrega que la invitación del Preámbulo de la Constitución se
refiere a todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino. La Corte Suprema y la doctrina nacional han
considerado válidos los distingos entre residentes y no residentes en la concesión de determinados derechos. Y también ha dicho la
Corte que cabe reconocer la calidad de habitante que habilita al goce y ejercicio de las garantías constitucionales a todos los
residentes que no se hayan introducido clandestinamente en el país. En consecuencia, en nuestra opinión son inconstitucionales
todas las restricciones del art. 3º de la ley que se aplican extranjeros residentes en el país conforme a la ley de migraciones 25.871"
(BOMCHIL, Máximo J., "Protección del dominio nacional sobre tierras rurales", LA LEY, 2012-C, 863).

(70)  ALBERDI, Juan Bautista, "Sistema económico y rentístico de la Confederación Argentina según su Constitución de
1853", Escuela de Educación Económica, Buenos Aires, 1979, ps. 128/129.

(71)  BIDART CAMPOS, Germán J., "Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino", Ediar, Buenos Aires, 9ª ed., t.
I-A, primera reimpresión, 2007, p. 771.

(72)  EKMEKDJIAN, Miguel Á., "Tratado de Derecho Constitucional", Ed. Depalma, Buenos Aires, 1994, t. II, ps. 533/ 535.
(73)  EKMEKDJIAN, Miguel Á., "Tratado de Derecho...", ob. cit.
(74)  Fallos 307:2262; ver SAGÜÉS, Néstor P., "Derecho Constitucional", Ed. Astrea, Buenos Aires, 2017, t. 3, p. 669.
(75)  Es sabido que el art. 28 establece que "[l]os principios, garantías y derechos reconocidos en los anteriores artículos, no

podrán ser alterados por las leyes que reglamenten su ejercicio". Esto implica, dice Sagüés, que la reglamentación "no puede
desnaturalizar el derecho en cuestión, ni desvirtuarlo o impedirlo; reglamentar no significa prohibir, ni allanarlo totalmente"
(SAGÜÉS, Néstor P., "Derecho Constitucional", ob. cit., ps. 669 y 700).

(76)   SAGÜÉS, Néstor P., "Derecho Constitucional", Ed. Astrea, Buenos Aires, 2017, t. 3, ps. 669 y 711, y sus citas de
"Pellicori", Fallos 224:1387; "Hooft", Fallos 327:1158; y "Gottschau", Fallos 329:2986. Ampliar en TREACY, Guillermo F.,
"Igualdad y nacionalidad", en RIVERA (h.), Julio C. - ELÍAS, José S. - GROSMAN, Lucas S.  - LEGARRE, Santiago  (dir.),
Tratado de los Derechos Constitucionales, Ed. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2014, t. I, ps. 1044 y ss., y ELÍAS, José S.  -
SÁNCHEZ BRÍGIDO, Rodrigo, "Los distintos 'anteojos' de la Corte según los derechos en juego", íd., t. III, ps. 1415 y ss.

(77)  ELÍAS, José S. - SÁNCHEZ BRÍGIDO, Rodrigo, "Los distintos 'anteojos' de la Corte según los derechos en juego", en
RIVERA (h), Julio C. - Elías , José C. - GROSMAN, Lucas S. - LEGARRE, Santiago (dir.), Tratado de los Derechos
Constitucionales, Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2014, t. III, p. 1415.

(78)  CS, "Hooft", Fallos 327:1158, voto de los Dres. Petracchi, Fayt, Maqueda, Zaffaroni y Highton de Nolasco, con disidencia
del Dr. Belluscio. En este fallo se declaró la inconstitucionalidad del art. 177 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires
que establecía, como condición para acceder a un cargo judicial, el "haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano
nativo". La Corte invocó un precedente anterior ("Calvo y Pesini", Fallos 321:194) que "concernía a la discriminación entre
nacionales y extranjeros en tanto que el sub lite atañe a la distinción entre dos clases de ciudadanos argentinos" y entendió que "sin
perjuicio de estas diferencias, su criterio, en punto a la carga probatoria, resulta aplicable, mutatis mutandi, a la presente causa".
Con la misma lógica, consideramos aplicables las conclusiones del fallo "Hooft" al caso que analizamos.

(79)  CS, "Hooft", Fallos 327:1158, esp. consid. 4º, segundo párrafo.
(80)  CS, "Hooft", Fallos 327:5118, consid. 6º); ver también "Repetto", Fallos 311:2272.
(81)  El diputado Cigogna, miembro informante por el oficialismo, comenzó su defensa del proyecto explicando que "[n]adie

sabe a ciencia cierta hoy en la Argentina cuánta tierra está en manos de extranjeros, en qué lugares están localizadas o quiénes son
los titulares" (conf. versión taquigráfica de la sesión extraordinaria celebrada en Diputados el 15/12/2011). Finalmente, el resultado
del relevamiento ordenado por la ley confirmó que, a nivel nacional, la cantidad de tierras en manos de extranjeros era inferior a la
anticipada (y muy inferior al límite máximo fijado en la propia ley). Si al momento de elaborar el proyecto no se conocía la
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extensión de estas tierras, su cantidad total, o el destino al que estaban dedicadas, no se advierte cómo se podrían haber
determinaron las "profundas consecuencias" de que habla el texto transcripto.

(82)  Por ejemplo, el senador Giustiniani sostuvo que "prácticamente la mayoría de los países, y los países desarrollados sobre
todo, tienen en sus plexos normativos limitaciones a los extranjeros para la compra de la tierra, que es considerada también como
un bien estratégico" (conf. versión taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/2011).

(83)   Ver Thomson Reuters, "Agricultural Law Global Guide", https://uk.practicallaw.thomsonreuters.com/Browse/Home/
International/AgriculturalLawGlobalGuide?comp=pluk&transitionType=Default&contextData=(sc.Default); Comisión Europea,
"Comunicación interpretativa de la Comisión sobre la adquisición de tierras agrícolas y el Derecho de la Unión Europea", C/2017/
6168, 18.10.2017 (http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.C_.2017.350.01.0005.01.SPA); HODGSON  -
CULLINAN - CAMPBELL, "Land Ownership and Foreigners: a comparative analysis of regulatory approaches to the acquisition
and use of land by foreigners", FAO Legal Papers online #6, dic.1999 (http://www.fao.org/3/a-bb039e.pdf). Excluimos de este
breve repaso la cuestión de la adquisición de propiedades urbanas por parte de extranjeros, que exhibe un panorama menos
restrictivo.

(84)  Es el caso del Reino Unido, Bélgica, Holanda, Costa Rica, entre muchos otros.
(85)  Como Corea del Sur o Taiwán.
(86)  Brasil, El Salvador, entre otros.
(87)  Tal como lo hacen Filipinas y Egipto.
(88)   Ver Comisión Europea, "Comunicación interpretativa de la Comisión sobre la adquisición de tierras agrícolas y el

Derecho de la Unión Europea", cit.
(89)   http://investigatemidwest.org/2017/06/22/regulation-on-foreign-ownership-of-agricultural-land-a-state-by-state-

breakdown/. A la luz de las disposiciones de la ley 26.737, la Argentina ha quedado en un lugar intermedio entre ambos extremos.
(90)  Tal como explica Reigada, esta afirmación no "refiere qué "procesos" impedirá que se consoliden de ser librado a su

propia dinámica (que tampoco explica cuál es), ni refiere cuál es el grave compromiso al desarrollo o a la soberanía nacional que la
compra de tierra por parte de extranjeros puede llegar a causar" (REIGADA, Javier, "La compra de tierra por parte de extranjeros",
DJ, 28/03/2012, p. 93.

(91)  Este mismo sesgo se advierte en muchos pasajes del debate parlamentario. La senadora De la Rosa, miembro informante
del oficialismo, sostuvo que la ley constituía "un acto de reivindicación de la soberanía política, económica y también social
porque, evidentemente, cuando este proyecto de ley limita el uso, la tenencia y la propiedad de las tierras rurales de la Argentina a
las personas físicas o jurídicas extranjeras, también deja un claro mensaje en el sentido de que son los propios argentinos los
dueños de esta tierra". El senador Reutemann, a su turno, sostuvo que "la tierra es un recurso estratégico. Y el hecho de que estén
preferentemente en manos de los argentinos es una cuestión notoria de geopolítica, de respeto del acervo cultural" (conf. versión
taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/2011). Entre los proyectos que sirvieron de antecedentes
a la ley finalmente sancionada existía uno en virtud del cual —según explica su autora— "se trata de prohibir a personas físicas o
jurídicas extranjeras la adquisición de superficies extensas de provincias o de tierras del Estado nacional, por cuanto se presume,
iure et de iure, que tal adquisición, cuando supera determinados porcentajes, dificulta el adecuado control, preservación y
protección de los recursos naturales con que cuenta el país" (Proyecto 0295-D-08,  diputada Diana Conti). En el debate en
Diputados, una de las pocas voces críticas al proyecto —que igualmente proponía un proyecto alternativo con restricciones
similares— sostuvo que "se trata de un proyecto de ley absolutamente xenófobo. Lo es porque a priori supone que cualquier
argentino es mejor que cualquier extranjero" (diputado Buryaile, versión taquigráfica de la sesión extraordinaria celebrada en
Diputados el 15/12/2011).

(92)  Bomchil apunta que estas manifestaciones "no pasan de ser afirmaciones retóricas, que no fundamentan cuál es el interés
urgente del Estado en excluir a los extranjeros" (BOMCHIL, Máximo J., "Protección del dominio nacional sobre tierras rurales",
LA LEY, 2012-C, 863). Es igualmente ilustrativa la enumeración de finalidades que puede encontrarse en los distintos proyectos de
ley que en los últimos años pasaron por el Congreso Nacional, y que sirvieron de antecedentes del proyecto que luego se
convertiría en la ley que analizamos. En ellos se hace referencia al "desguace del territorio nacional", a la "pérdida de territorios y
recursos nacionales", a un reservorio de agua dulce que "se convirtió en un objetivo vulnerable a los intereses transnacionales", a
una "situación sumamente preocupante y comprometida respecto de su soberanía territorial", a "la protección de los intereses
nacionales", la "preservación de los recursos genuinos para las futuras generaciones", y a la "preservación del patrimonio natural y
cultural", sin que en ningún caso se realice un análisis razonable de la vinculación entre estas circunstancias y la nacionalidad de
los adquirentes de las tierras.

(93)   Durante el debate parlamentario este tema fue invocado de manera explícita, por ejemplo al señalar que "hay una
conexión clara: concentración y extranjerización..." (conf. la exposición del senador Giustiniani, versión taquigráfica de la 2ª sesión
extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/2011).

(94)  La Exposición de Motivos explica que "La protección de propietarios y productores agropecuarios argentinos, impone
adoptar una decisión estratégica que preserve la propiedad y tenencia de las tierras en manos de productores agropecuarios
nacionales, posibilitando un desarrollo tecnológico propio que acreciente nuestra capacidad agroindustrial y nos proyecte como
productores alimentarios".

(95)  En un artículo, anterior a la sanción de la ley, Julián Obiglio reflexionaba en los siguientes términos: "¿De qué hablamos
cuando decimos extranjerización de tierras? ¿Es sensato considerar que los extranjeros vienen para adueñarse de nuestros recursos
naturales? ¿La llegada de capitales extranjeros va a afectar al productor local? Es alrededor de estas preguntas que se está llevando
adelante el demorado debate acerca del proceso de adquisición de tierras por parte de extranjeros y resulta, a primera vista, un mal
comienzo. Todas ellas llevan a una respuesta mecánica, incentivada por sentimientos nacionalistas exacerbados en el medio de una
batalla electoral dura en la que se parte de una premisa falsa: que los argentinos cuidaremos más y explotaremos mejor nuestro
suelo que los extranjeros. Más allá de la evidente discriminación que ello implica, nadie hasta ahora ha podido responder por qué
esto sería así" (OBIGLIO, Julián, "Regular el uso en vez de prohibir la propiedad", LA LEY Actualidad del 13/09/2011).
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(96)  BIDART CAMPOS, Germán J., "La nacionalidad argentina no es un requisito constitucional para ejercer el notariado",
nota a fallo "Linares Carosio, Martha" de la SC Mendoza, ED, 02/03/1993, p. 4.

(97)   CS, "Asociación de Teleradiodifusoras Argentinas y otro", Fallos 328:1825 (disidencia parcial de los Dres. Belluscio,
Petracchi y Zaffaroni).

(98)   En otras palabras, la ley no evita la concentración, y consecuentemente no existe una adecuada correlación entre los
medios empleados y los fines perseguidos. Como advirtió la  senadora Escudero durante el debate en la Cámara Alta, "con este
proyecto, solo detendríamos la concentración de la tierra argentina, pero estaríamos "argentinizando" la concentración de la tierra si
no hacemos algo más" (conf. versión taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/2011).

(99)   En el debate en Diputados se expresó que "el Preámbulo de nuestra Constitución Nacional es muy claro cuando dice
"...para todos los hombres del mundo que quieran habitar en el suelo argentino...". Esto no es lo mismo que decir "...todos los
hombres del mundo que quieran 'comprar´ el suelo argentino"; esto es muy diferente. (Aplausos.)" (diputado Forte, versión
taquigráfica de la sesión extraordinaria celebrada en Diputados el 15/12/2011).

(100)  En la Cámara de Senadores se argumentó que "el hecho de ser extranjero, mientras se haya venido con la intención de
radicarse en la Argentina y trabajar la tierra, realmente, no genera ningún tipo de impedimentos, ni problemas. El problema lo
tenemos cuando la tierra se utiliza con fines especulativos, o no se tiene en cuenta el carácter productivo que le tenemos que dar a
la tierra" (senador Cimadevilla, versión taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/2011). En rigor,
las restricciones dispuestas por la ley también afectan a quien haya "venido con la intención de radicarse en la Argentina y trabajar
la tierra", hasta que transcurra el plazo de 5 o 10 años de residencia, o adquiera la nacionalidad argentina.

(101)  La senadora Escudero, en su exposición en la Cámara Alta, reflexionaba que "en los cuerpos de agua, lo que se debe
hacer es restringir y controlar. El Código Civil nos da la pauta. El art. 2340 dice que son bienes públicos los mares territoriales, los
mares interiores, los ríos, sus cauces, las playas y los lagos navegables. Pero hay dos casos en que las aguas son susceptibles de
apropiación privada. El art. 2349 expresa que el uso y goce de los lagos que no son navegables pertenece a los propietarios
ribereños. En ese caso, tal vez, se justifica la prohibición o la restricción. Y el art. 2350 señala que las vertientes que nacen y
mueren dentro de una misma heredad pertenecen en propiedad, uso y goce al dueño de dicha heredad. Tal vez, en estos casos, sí se
podría restringir, pero en el resto, las aguas son bienes públicos, de modo que no tiene mucho sentido esta restricción" (versión
taquigráfica de la 2ª sesión extraordinaria celebrada en Senadores el 22/12/2011). De nuestra parte tampoco advertimos cuál es el
riesgo específico al que están expuestas las "aguas privadas" cuando el dominio de la propiedad corresponde a un extranjero.

(102)  Ekmekdjian explica que "[l]a propiedad rústica y rural se ha visto más planificada y regulada que los otros derechos, a
causa de su incidencia económica y social. En nuestro país ha tenido diversos regímenes legales que han restringido su disposición
muy intensamente" (EKMEKDJIAN, Miguel Á., "Tratado de Derecho Constitucional", Ed. Depalma, Buenos Aires, 1994, t. II, p.
193).

(103)  Frente a la posición que "intuitivamente" considera a la propiedad extranjera de tierras rurales como una amenaza a la
jurisdicción nacional, la soberanía, y el control sobre recursos estratégicos, cabe también recordar que la adquisición de un
inmueble rural implica para el extranjero la consecuencia de inmovilizar su capital, someterlo a todas las regulaciones vigentes en
nuestro país, y exponerse a su expropiación (sin olvidar la obligación de cumplir con todas las obligaciones impositivas a nivel
nacional, provincial y eventualmente municipal, a veces abrumadoras).

(104)  Es difícil no pensar, llegados a este punto, que la norma ha invocado fines grandilocuentes y políticamente fructíferos,
como la protección de la soberanía nacional y los recursos naturales, pero ha dispuesto atenderlos con medios inconducentes. La
ausencia de consecuencias es atribuible a la falta de interés y resistencia por parte del colectivo directamente afectado (que además
no vota en nuestro país).

(105)   Tal como acertadamente se ha dicho, "el proyecto de ley argentino no persigue una reforma agraria apoyada en la
función social de la propiedad, la protección de los pequeños o medianos productores, la tutela del suelo o de los recursos naturales
o el control de los capitales claramente especulativos extranjeros, todos estos fines recogidos por la Constitución Nacional. La
propuesta lisa y llanamente persigue la restricción al acceso del derecho a la propiedad privada por parte de los extranjeros por el
simple hecho de serlo" (CAO, Christian, "Los extranjeros y la limitación del derecho a la accesibilidad de la propiedad privada.
Críticas y propuestas al proyecto de ley", Ed. La Ley, Sup. Act. 13/09/2011).
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